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La gobernanza permite aproximarse a las interacciones entre el Estado, el mercado y la sociedad civil de forma 
holística al incluir en el análisis del desarrollo social grupos no tradicionales. Esta perspectiva teórica considera a 
los pueblos indígenas como un actor relevante en los procesos de toma de decisión en torno al uso de los recursos 
naturales. La consulta indígena creada como parte de la institucionalidad ambiental de Chile en el año 2013 fue 
concebida como espacio de articulación y negociación con el objetivo de empoderar las posturas y demandas 
indígenas. Sin embargo, las diferentes visiones de la naturaleza que se articulan en el marco de la consulta indígena 
complejizan el desarrollo de la evaluación de impacto ambiental en territorios indígenas. Asimismo, el mecanismo 
no considera la heterogeneidad dentro y entre las comunidades indígenas en un mismo territorio, ni cumple con 
asignarles un mayor control sobre los recursos naturales en sus territorios. Frente a ese escenario cabe preguntarse 
cómo se valida y legitima la consulta indígena frente a los pueblos indígenas y cuál es su contribución a la 
redefinición de su rol en los procesos de negociación en torno a proyectos extractivos en sus territorios. Mediante 
el análisis de la consulta indígena como parte de la Evaluación de Impacto Ambiental del proyecto hidroeléctrico 
Añihuerraqui en este artículo se evidencia la división de las comunidades indígenas afectadas, así como la limitación 
de su participación en el proceso de toma de decisión generando incertidumbre entre los actores involucrados.

Governance allows for a holistic approach to interactions between the state, the market and civil society by including 
non-traditional groups in the analysis of social development. This theoretical perspective considers Indigenous 
peoples as a relevant actor in the decision-making processes around the use of natural resources. The Indigenous 
consultation created as part of Chile’s environmental institutionality in 2013 was conceived as a space for articulation 
and negotiation with the aim of empowering Indigenous positions and demands. However, the different visions 
of nature that are articulated within the framework of the Indigenous consultation make the environmental impact 
assessment in Indigenous territories more complex. Likewise, the mechanism does not consider the heterogeneity 
within and between indigenous communities in the same territory, nor does it comply with assigning them 
greater control over the natural resources in their territories. Against this background, it is worth asking how the 
Indigenous consultation is validated and legitimized in the face of Indigenous peoples and what is its contribution 
to the redefinition of their role in the negotiation processes around extractive projects in their territories. Through 
the analysis of the Indigenous consultation as part of the Environmental Impact Assessment of the Añihuerraqui 
hydroelectric project, this article shows the division of the affected Indigenous communities, as well as the limitation 
of their participation in the decision-making process, generating uncertainty among the actors involved.
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Introducción

En los últimos años el número de conflictos ambientales en 
América Latina ha ido en aumento. Con la consolidación 
del modelo neoliberal desde la década de los años ochenta, 
la expansión de la minería, las empresas forestales, la 
agroindustria, pero también del sector energético, ha 
causado conflictos entre el Estado, el sector privado y 
las comunidades locales afectadas por los proyectos 
neoextractivistas asociados (Bebbington, 2012; Peralta, 
Bebbington, Hollenstein, Nussbaum & Ramírez, 2015). 
La ecología política ha evidenciado cómo los diferentes 
intereses en cuanto al desarrollo económico y también el 
uso de los recursos naturales se manifiestan en este tipo 
de disputas (Castillo, Espinoza & Campos, 2017), y cual 
es el rol de las distintas relaciones hombre-naturaleza 
(Swyngedouw, 2004; Swyngedouw, 2011; Swyngedouw & 
Copano, 2018), específicamente por parte de los pueblos 
indígenas (Escobar 2006; Ulloa, 2020) en estos contextos. 
La mayoría de los Estados latinoamericanos han ratificado el 
Convenio 169 de la OIT sobre pueblos indígenas y tribales 
(C169), y a raíz de lo mismo implementaron procesos de 
consulta frente al desarrollo de proyectos extractivistas 
(Walter & Urkidi, 2011). Chile se sumó recién en el año 
20081, y consecuentemente el Estado chileno ha tenido que 
considerar los pueblos indígenas en las decisiones que 
afectan directamente a sus territorios y reconocer así, 
entre otras, sus formas de vida y prácticas culturales. 
En esa línea para cumplir con lo requerido en el C169, 
el Estado chileno creó la llamada consulta indígena 
que forma parte del Sistema de Evaluación Ambiental 
(SEIA) desde el año 2013 (Leppe, 2015). La consulta 
indígena es definida como un proceso participativo en el 
marco de la evaluación de impacto ambiental (EIA) de 
un proyecto minero, energético, forestal u otro. Así, 
este mecanismo apunta a canalizar el choque entre 
diferentes concepciones de la naturaleza e intereses 
en torno al uso de los recursos naturales -globales 
y locales, indígenas y no indígenas- pero también a 
fomentar el diálogo entre distintos grupos de actores 
y sus respectivos intereses. Sin embargo, ¿Cómo se 
valida y legitima la consulta indígena frente a los 
pueblos indígenas? ¿Cómo contribuye a la redefinición 
del rol de los pueblos indígenas en los procesos de 
negociación en torno a proyectos extractivos en sus 
territorios? Para responder a estas preguntas, el presente 
artículo busca contribuir a un mayor entendimiento de 
las complejidades presentes en los procesos de toma de 

1 Ver Indigenous and Tribal Peoples Convention, C169. 

decisión respecto al desarrollo hidroeléctrico a partir 
del caso de la central de pasada Añihuerraqui en la Región 
de la Araucanía en el sur de Chile, mediante un análisis 
desde la gobernanza, concepto que parte de la base de que 
el Estado no es capaz de resolver problemas ambientales 
complejos por sí solo (Kooiman, 1999; Rhodes, 1996). 
La implementación de la consulta indígena permite, por 
lo tanto, analizar procesos de toma de decisión y las 
estructuras asociadas, y así identificar los desafíos que 
presenta la inclusión de un mayor número de actores, y 
sobre todo de actores con posiciones e intereses divergentes 
a la dominante.

Así, el presente trabajo complementa investigaciones 
realizadas desde la ecología política respecto a los conflictos 
socioambientales en América Latina.

Gobernanza – una aproximación teórica

Desde mediados de los años noventa la gobernanza ha 
tenido un auge y el término ha sido utilizado tanto por 
geógrafos y sociólogos como por cientistas políticos 
(Bridge & Perreault, 2009; Pierre & Peters, 2000). La 
gobernanza presenta diferentes ramas, la ambiental es una 
de ella, enfocada en problemas ambientales complejos, 
tales como la creciente presión sobre el agua, el cambio 
climático, los cambios de usos de suelos o los impactos 
ambientales por proyectos extractivos. Al entender el 
concepto desde una perspectiva prescriptiva, la solución 
a los problemas ambientales mencionados debe buscarse 
en conjunto con el Estado, el sector privado y la sociedad 
civil (Mette Kjaer, 2011; Treib, Bähr & Falkner, 2007). 
Este giro desde la teoría en cuanto a quienes deberían 
participar en la resolución de asuntos complejos está 
estrechamente vinculado a la disminución de la influencia 
de los gobiernos centrales a favor de los mercados que se 
inició con los procesos de privatización y desregularización 
desde los años 1970 (Harvey, 2007). Esto provoca que las 
esferas públicas y privadas ya no son vistas como algo 
separado, sino que interrelacionado. 

Con base en esta idea, Rhodes (1996) se refiere a la 
gobernanza como un concepto que toma en consideración 
varios actores, que incluye aquellos no vinculados al 
Estado, que forman parte de procesos de negociación 
e interrelación en torno a la asignación de recursos. Es 
justamente esa inclusión de un amplio espectro de actores 
y de sus interrelaciones en el análisis de procesos de 
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gobernanza que acorde a Pierre & Peters (2000) contribuye 
a la popularidad del concepto. El giro cualitativo en la 
investigación de procesos de toma de decisión, así como la 
consideración del rol de grupos alternativos de la sociedad 
en la coordinación económica y política, acompaña esa 
reorientación del análisis de los problemas sociales (Bridge 
& Perreault, 2009). En el caso de la consulta indígena, la 
perspectiva de la gobernanza no solo amplía las variables 
de análisis, sino que también facilita la visibilización de 
las demandas indígenas por un mayor reconocimiento y 
representación política. 

Sin embargo, la gobernanza no solo considera un amplio 
espectro de actores y sus intereses en el marco de los procesos 
de toma de decisión, sino que permite también analizar 
cómo los diferentes actores interactúan con base en leyes, 
políticas, normas, costumbres y códigos de comportamiento, 
lo que permite documentar transformaciones en los procesos 
de toma de decisión (Berkes, 2010; Bridge & Perreault, 
2009), así como entender las prácticas sociales (de Loë 
& Patterson, 2017). Por lo tanto, el concepto teórico 
comprende tanto la interacción entre diferentes actores, 
así como las reglas y prácticas formales e informales que 
conforman estas relaciones (Pierre & Peters, 2000). En 
consecuencia, la gobernanza como marco analítico permite 
identificar, por un lado, los procesos y, por el otro, las 
estructuras que marcan las relaciones entre los grupos 
indígenas y otros actores, pero también entre diferentes 
actores pertenecientes a los pueblos indígenas (Von der 
Porten, de Loë & Plummer, 2015) que pueden competir 
por diferentes usos de los recursos naturales o bien tener 
diferentes intereses (Li, 2010). 

En el presente trabajo se afirma que son los legados 
históricos en torno a la distribución de poder, así como los 
valores asociados que influyen los procesos y estructuras 
de decisión y la interacción entre grupos indígenas y otros 
actores, pero también dentro del mismo grupo (Armitage, 
2008). Por lo tanto, el análisis de la consulta indígena creada 
como un proceso de negociación y mediación en torno al 
uso de recursos naturales (Donoso, 2014) contribuye a la 
generación de conocimiento sobre nuevas geografías “de 
identidad, pertenencia y espacio” (Coombes, Johnson & 
Howitt, 2013, p. 694) causadas por actividades mineras, 
forestales, agroindustriales e hidroeléctricas en territorios 
indígenas en Chile.

El rol de diferentes socionaturalezas en los procesos de 
gobernanza 

La transformación de las relaciones hombre-naturaleza a 
raíz de la expansión de la minería, las empresas forestales, 

pero también del sector energético en Chile impacta las 
diferentes relaciones socionaturales. Existen distintas formas 
de producir naturaleza con base en factores económicos y 
ecológicos, pero también una gran variedad de prácticas 
de apropiación y uso de la naturaleza (Swyngedouw, 
2011). Por lo tanto, las relaciones socionaturales tienen 
significados culturales, por lo que pueden ser asociados 
a diferentes construcciones de identidades (Leff, 2000). 
Diferentes grupos de personas movilizan la naturaleza para 
demarcarse y delimitar sus identidades. Así se construyen 
diversos grupos que entran en conflicto al momento 
de concebirse mutuamente como in- y outgroup (Lillo 
& Nolden, 2003). Sin embargo, la construcción de las 
identificaciones con los diferentes grupos es dinámica y 
se realiza mediante procesos interactivos. A lo largo del 
tiempo y dependiendo de la situación, la pertenencia e 
identificación con un grupo puede cambiar (Höhl, 2015). 
Para los pueblos indígenas la naturaleza es una fuente de 
vida y sagrada; un elemento esencial para la construcción 
de sus identidades étnicas. Desde su punto de vista lo no 
humano tiene un valor no traducible a valores económicos, 
lo que se contradice con la visión económica neoliberal 
que mercantiliza la naturaleza no solo para su explotación, 
sino también para poder cuantificar los impactos causados 
por la actividad humana (Ulloa, 2020).

Por lo tanto, las perspectivas indígenas sobre el desarrollo 
(económico) en sus territorios desafían las aproximaciones 
hegemónicas y son movilizadas en disputas por diferentes 
usos de los recursos en el territorio (Escobar, 2006) que 
alteran las relaciones históricamente establecidas entre la 
comunidad y el medio ambiente (Aliste, Folchi & Núñez, 
2018). Es decir, frente a conflictos socioambientales diferentes 
identidades se asocian a ciertas convicciones y aspiraciones 
en torno a la naturaleza, que al atribuirles las características 
“bueno” y “malo” con el fin de imponer una opción sobre 
la otra para justificar un modelo y uso del recurso frente al 
otro (Peluso, 2012) causando conflictos. Los ejes centrales 
de estas disputas son identidades, el medio ambiente y el 
modelo de desarrollo (Escobar, 2006; Latta & Wittman, 
2010). Es efectivamente el acompañamiento de las relaciones 
socionaturales por la construcción de identidades étnicas, 
así como aspiraciones a autodeterminación y autonomía 
que agudizan los conflictos. La consulta indígena busca 
hacerse cargo de estas diferencias y ofrecer un espacio para 
la articulación y negociación de distintas posiciones y 
visiones que prosperan y se movilizan al momento de 
presentarse diferentes intereses en torno al control, el 
uso de recursos naturales, y los impactos asociados en 
territorios indígenas. Así, la consulta indígena como 
proceso participativo apunta a la disolución de tensiones 
mediante la conciliación del poder de los diferentes grupos.
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La consulta indígena como proceso de gobernanza

La consulta indígena se enmarca en la legislación ambiental 
e indígena chilena actual. Ambas tienen su origen en los 
años noventa con el retorno a la democracia cuando tanto 
los pueblos indígenas como los movimientos ambientales 
comienzan a articularse fuertemente. Los pueblos indígenas 
no solo se posicionan como grupos con percepciones e 
intereses diferentes demarcándose como “otros”, usando 
factores como su relación con el medio ambiente, sino 
que también buscan visibilizar sus demandas hacia una 
mayor autodeterminación y autonomía en sus territorios 
(Kaltmeier, 2004). Es decir, los grupos indígenas buscan 
empoderarse, para así aumentar su influencia en los 
procesos de toma de decisión en torno a la aplicación del 
modelo de desarrollo hegemónico en sus territorios, y el 
uso de los recursos naturales. Frente a estos avances, el 
Estado responde mediante el así llamado “nuevo trato de 
los pueblos indígenas” que se traduce en la proclamación 
de la Ley Indígena y la creación de la Corporación 
Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI) en el año 
1993 (Levil, 2006).

Asimismo, el Estado chileno responde a las demandas de 
los movimientos ambientales por una mayor protección 
del medio ambiente frente a la explotación de recursos 
naturales y el desarrollo económico (Rojas, Sabatini & 
Sepúlveda, 2003). En el año 1994, el gobierno aprueba 
la Ley sobre Bases Generales de Medio Ambiente, que 
establece la creación de la Comisión Nacional de Medio 
Ambiente (CONAMA) (Rivera, 2011). En este mismo 
contexto es creado el SEIA que comienza a operar de 
forma obligatoria en abril de 1997 (Rojas et al., 2003). 
Sin embargo, tanto la CONADI como la CONAMA, pero 
también el SEIA, han sido subordinados a los intereses 
hegemónicos del sistema neoliberal, es decir, al crecimiento 
económico por sobre la protección del medio ambiente 
y los derechos indígenas (Höhl, 2015; Rivera, 2011).

Sin embargo, la ratificación del C169 en el año 2008 y la 
transformación de la legislación ambiental, así como la 
creación del Ministerio de Medio Ambiente en el año 2010 
presentan un giro en la importancia del medio ambiente 
y los pueblos indígenas en el panorama institucional 
chileno. En este marco la implementación de la consulta 
indígena apunta a la influencia de los pueblos indígenas en 
el control y uso de los recursos naturales en sus territorios 
(Leppe, 2015). Por lo tanto, la consulta reúne intereses 

2 Ver Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente.)
3 Los procedimientos y reglas de la consulta indígena como parte de la evaluación de impacto ambiental son fijadas en el decreto 40 que aprueba 
el reglamento del sistema de evaluación de impacto ambiental en los artículos 85 y 86. 

ambientales e indígenas, apuntando y contrarrestrando 
a una desfragmentación de la legislación ambiental e 
indígena. El objetivo principal del mecanismo consiste en 
la mediación entre diferentes entidades involucradas en 
proyectos con impacto ambiental en territorios indígenas 
permitiéndoles articular su posición y solicitar medidas 
de mitigación, adaptación y reparación, con la idea de 
empoderar a la población indígena y hacerla partícipe en 
la toma de decisiones. Así busca fomentar la participación 
inclusiva de los pueblos indígenas en el proceso de EIA, 
diferenciándola de la participación ciudadana (Leppe, 
2015) con el fin de formalizar un trato diferente en base 
a una comprensión histórica, política, social, cultural, de 
territorio y desarrollo distinta.

El ejercicio de la consulta indígena

La legislación ambiental establece el marco legal para la 
consulta indígena como parte del proceso de EIA2. Los 
diversos pasos que comprende la consulta indígena se 
detallan a continuación, ya que tienen implicancias para 
el análisis de este mecanismo de participación en los 
procesos de toma de decisión desde una mirada analítica de 
la gobernanza3. El primer paso consiste en la identificación 
de las comunidades y personas indígenas afectadas por 
el proyecto ingresado al proceso de EIA por parte de 
la CONADI con base en los registros que mantiene el 
organismo respecto a la Ley Indígena. Solo en el caso 
de que se identifique población indígena debidamente 
registrada se da curso al proceso de consulta indígena 
por parte del Servicio de Evaluación Ambiental (SEA) 
quien está a cargo del SEIA. Es importante recalcar que 
aquella población que se declara perteneciente a un pueblo 
indígena, pero no ha hecho los trámites correspondientes 
frente a la CONADI, no puede participar de la consulta.

Una vez identificados los grupos indígenas afectados, 
representantes del SEA organizan reuniones con ellos 
para presentar el proyecto. La CONADI no participa 
del proceso de consulta como tal (Figura 1). El rol del 
organismo estatal consiste en asesorar tanto a los grupos 
indígenas afectados respecto al proceso y sus derechos, 
como al SEA en torno a cómo comunicar de forma 
entendible los detalles del proyecto, en el caso de que 
uno o ambos soliciten el apoyo. Una vez que se hayan 
reunido e iniciado el proceso, las comunidades indígenas 
y él SEA acuerdan la metodología de la consulta indígena. 
Aunque la metodología sigue ciertas reglas, los procesos 
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de consulta pueden diferir entre comunidades y personas 
indígenas afectadas por un mismo proyecto. Asimismo, 
la consulta indígena varía según el contexto y el proyecto 
en el cual se desarrolla. Uno de los aspectos que se define 
en la metodología corresponde a la participación del 
titular del proyecto, que puede ser el sector privado o el 
Estado (Barría, 2019). En el caso de que se rechace su 
participación, el SEA cumple el rol de mediador, quien 
comunica las solicitudes de los pueblos indígenas, así como 
los acuerdos alcanzados al titular del proyecto, para que 
pueda responder a las mismas y puedan ser incorporadas 
a la Resolución de Calificación Ambiental (RCA).

Metodología

Este trabajo se enmarca en el análisis de procesos de 
gobernanza en diferentes contextos que involucran diversos 
actores (Armitage, 2008) mediante el estudio de un caso 
concreto. Esto permite responder a preguntas de “por qué” 
y “cómo”, y así entender acontecimientos contemporáneos 
(Yin, 2009). Concretamente, el estudio del caso de la 
consulta indígena como parte de la EIA de la central 
hidroeléctrica de pasada Añihuerraqui, se basa en una 
exhausta revisión de los documentos disponibles en el 
SEIA y que corresponden al proceso de EIA, así como de 
las consultas indígenas que se realizaron en el marco del 

proceso de calificación ambiental del proyecto. Asimismo, 
se revisó la RCA. Artículos en diarios referentes al caso, 
así como trabajos académicos e informes realizados por 
parte de actores involucrados en los procesos de EIA y 
de consulta indígena complementaron el análisis de los 
documentos oficiales. Una visita etnográfica a terreno 
permitió validar información obtenida mediante los 
documentos in situ, y así contribuir a la triangulación de 
los datos de diferentes fuentes. El análisis de los datos se 
efectuó de forma cualitativa mediante la codificación de 
los documentos. Esto permitió identificar la complejidad 
de las relaciones entre y dentro de los actores en una 
escala local, así como las constelaciones de los actores 
y su grado de participación en los respectivos procesos 
(EIA y consulta indígena) con base en el estudio del caso 
de la hidroeléctrica de pasada Añihuerraqui. 

El caso de estudio: el proyecto hidroeléctrico de pasada 
Añihuerraqui, Región de la Araucanía, Chile

El proyecto hidroeléctrico de pasada Añihuerraqui fue 
iniciado por la empresa GTD Negocios S.A., representante 
en Chile de la compañía española Enhol, y se ubica en el 
sector precordillerano en los alrededores de Curarrehue 
(Figura 2), zona con alta presencia mapuche-pehuenche en 
la Región de la Araucanía en el sur de Chile. Actualmente, 

Figura 1. Esquema de la consulta indígena. Fuente: Elaboración propia basada en Barría (2019).
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el proyecto es ejecutado por Taguavento, empresa ligada 
a la familia Matte.

El propósito de la inversión de 22 millones de dólares 
consiste en la instalación de una bocatoma 2,5 km arriba 
de la unión de los ríos Añihuerraquí y Trankura para luego 
entubar el agua en 2,4 km, para aprovechar la pendiente 
de la cordillera junto con el caudal para la producción de 
9 MW para ser inyectados al Sistema de Interconexión 
Central (SIC) (Gestión Ambiental Consultores (GAC), 
2012). El proyecto inicia el proceso de EIA en el año 
2012. Por enmarcarse en territorio indígena el proyecto 
debe incluir -como primer proceso- la consulta indígena, 
que se lleva a cabo en los años 2013 y 2014, aprobándose 
mediante la RCA en el año 2015. La votación sobre el 
proyecto se realiza a nivel regional y resulta con siete votos 
a favor por parte de los Seremis de Transporte, Salud, 
Obras Públicas, Energía, Economía y Medio Ambiente, 
así como del SEA; y cuatro votos en contra, por parte de 
los Seremis de Desarrollo Social, Vivienda y Agricultura, 
así como por parte de la gobernación (Garrido, 2015).
 
A consecuencia de la aprobación del proyecto un grupo 
indígena afectado presenta una querella frente a los 
tribunales para evitar el inicio de las obras reclamando que 
el proyecto afecta sitios sagrados, así como la recolección 

de plantas medicinales (CONADI, 2 de enero de 2013). 
Al fallar la Corte de Apelaciones de Temuco a favor de 
la construcción de la hidroeléctrica llevan la demanda 
hasta la Corte Suprema. Sin embargo, a nivel nacional 
el recurso es rechazado, reafirmando el fallo de la Corte 
de Apelaciones dando “luz verde” a la construcción de 
la Central (Martínez, 2016). Sin embargo, no se trata de 
un recurso de protección presentado por las comunidades 
indígenas afectadas en su globalidad. Por el contrario, solo 
un grupo se querella en contra del proyecto. Esto evidencia 
la heterogeneidad de las posiciones de las comunidades 
indígenas afectadas frente al desarrollo económico y los 
proyectos asociados. 

Resultados

El trabajo demuestra por un lado que la consulta indígena 
divide a las comunidades, y que por el otro no permite 
su real participación en el proceso de toma de decisión 
asociado creando incertidumbre sobre la utilidad de la 
participación no sólo entre los grupos índigenas, sino que 
también por parte del titular del proyecto. A continuación, 
se presentan los principales resultados que consisten, por 
un lado, en las implicancias de las posiciones heterogéneas 
frente al proyecto hidroeléctrico Añihuerraquí, y por el 
otro, en los desafíos que presenta esa heterogeneidad entre 

Figura 2. Ubicación proyecto Añihuerraquí. Fuente: Elaboración propia (2019).



Investigaciones Geográficas, 2020, 59, 28-4034

otros factores como negociaciones previas y asimetrías 
de información para el proceso de consulta indígena.

Las posturas heterogéneas indígenas

Mientras que las comunidades Juanita Curipichun de Caren 
y Camilo Coñoequir deciden negociar sobre medidas de 
mitigación, adaptación y reparación con el titular del 
proyecto, previo al proceso de consulta indígena, las 
comunidades Camilo Coñoequir Lloftunecul y Folilco 
Juan Curipichun rechazan las propuestas de la empresa y 
cualquier interacción fuera de la consulta. Desde el punto 
de vista de los opositores dentro del pueblo indígena las 
negociaciones previas en la zona con el objetivo de llegar a 
potenciales acuerdos corresponden a procesos no regulados 
(GAC, 2012; SEA, 2018). Esto se confirma mediante la 
posición de defensores del proyecto frente a la consulta 
indígena: „no requerimos concretar la participación 
en la Consulta Indígena ya que creemos que puede ser 
contraproducente, ya que los socios de la comunidad han 
manifestado (…) no querer participar de este proceso dado 
que ya contamos con los Acuerdos con la empresa” (SEA, 
2018). Sin embargo, las consecuencias de la negociación 
previa van más allá del rechazo de la consulta indígena por 
un grupo, provocando la demarcación de otros miembros de 
una misma comunidad, quienes rechazan el proyecto y no 
están de acuerdo con la posición de sus pares: “Manifestamos 
que la firma en que el titular de proyecto (…) presenta 
que miembros de nuestra comunidad habrían llegado a 
acuerdo sobre las medidas mencionadas previamente. 
En este sentido manifestamos que la opinión de dichos 
socios no refleja la opinión de la comunidad, sino que es 
su opinión individual” (SEA, 2018).

La consulta indígena evidencia, por lo tanto, las fracturas 
dentro del grupo indígena afectado que terminan por 
dividir a la comunidad: por un lado, los que defienden 
el proyecto, y que han realizado negociaciones previas 
con el titular del proyecto y, por el otro, los que rechazan 
la propuesta y que buscan negociar la no realización del 
proyecto mediante la consulta indígena. Además, estos 
últimos rechazan la negociación individual ejecutada con la 
empresa como violación a las estructuras de gobernanza de 
su comunidad. Se construyen, por lo tanto, in- y outgroups 
dentro de la misma comunidad indígena (Höhl, 2017), 
que movilizan diferentes relaciones hombre-naturaleza 
en el marco de la construcción de sus identidades étnicas. 
Por lo tanto, las posiciones indígenas no son claramente 
definidas ni homogéneas. 

En este contexto, acorde a Wilson (2014), es necesario 
considerar las relaciones de poder desiguales que 

privilegian ciertas relaciones socioculturales, ya que se 
puede argumentar que diferentes grupos usan elementos 
similares en torno a visiones y prácticas acerca del medio 
ambiente, pero con un interés estratégico diferente. Los 
pueblos indígenas pueden usar argumentos metafísicos como 
elementos de su construcción de identidades y, al mismo 
tiempo, como armas para atacar políticas hegemónicas 
de desarrollo y visiones predominantes de la naturaleza 
(Boelens, 2014). Es así como algunos grupos indígenas 
reinventan prácticas tradicionales de gobernanza que 
consideran su conocimiento ecológico heredado para poder 
oponerse a las percepciones hegemónicas y los proyectos 
asociados (Latta & Wittman, 2010). Sin embargo, esa 
forma de posicionarse no aplica de forma homogénea. 

Tal como señala Höhl (2018), las estrategias de los pueblos 
indígenas son diversas y antagónicas, lo que aumenta la 
complejidad de las disputas entre los diferentes actores, 
desafiando los procesos y estructuras de gobernanza 
existentes. Los diferentes resultados de la consulta indígena 
demuestran esa complejidad. Mientras que las comunidades 
Juanita Curipichun de Caren y Camilo Coñoequir, al igual 
que el Comité de Pequeños Agricultores Pichitrancura 
y el Comité de Salud Punowemanke Trancura, quienes 
negociaron previamente con el titular del proyecto, acordaron 
individualmente recompensaciones que alcanzan un total 
de 13 millones de pesos chilenos, así como un pacto que 
compromete un aporte a un fondo de asociatividad de un 
1,5% de las ventas netas anuales que percibe el proyecto 
(Martínez, 2016) , los que se opusieron al proyecto, 
esperando que la consulta indígena les permitiera impedir 
la ejecución del proyecto no llegan a ningún acuerdo. Es 
por esto, por lo que estos últimos presentan un recurso de 
protección, lo que lleva a la judicialización del proyecto, 
dado que su postura no tiene implicancias en el proceso 
final de aprobación del proyecto, debido a que la consulta 
indígena no tiene carácter vinculante. Por lo consiguiente, 
el proceso de consulta indígena favorece a los grupos a 
favor del proyecto, mientras que desfavorece a los que 
se oponen.

Esto profundiza, por un lado, las divisiones dentro de los 
grupos indígenas afectados y permite, por el otro, usar las 
posiciones heterogéneas a favor de la postura hegemónica. 
Por ende, la fragmentación de la consulta indígena, al 
realizarse procesos individuales con cada comunidad, pero 
también al no considerar a todos los actores involucrados 
en el proyecto en un solo proceso, presenta una limitación 
en la aplicación del mecanismo, al igual que la falta de 
un mayor compromiso de los acuerdos alcanzados o no 
alcanzados. Son estas falencias que contribuyen también 
a la judicialización en el caso de estudio, lo que causa 
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una situación insatisfactoria especialmente para el titular 
del proyecto, quien, aunque teniendo la aprobación, ve 
atrasado su calendario y, por ende, se ve confrontado con 
posibles costos adicionales. A raíz de esta incertidumbre, 
las empresas mineras, forestales y del sector energético 
fomentan los procesos previos de negociación con los 
pueblos indígenas.

Desafíos de gobernanza en la consulta indigena

Pero, no es solo la judicialización que causa la emergencia 
de nuevos formatos de negociación entre los diferentes 
actores. La consulta indígena, al contrario de lo planteado 
por Kooiman (1999), no involucra necesariamente el 
Estado, el sector privado y la sociedad civil en el proceso 
de toma de decisión sobre el control y el uso de los 
recursos naturales, sino excluye el titular del proyecto, 
salvo que la metodología que se define entre la comunidad 
indígena y el SEA lo establezca de otra manera. Esto 
provoca incertidumbre sobre todo para las empresas del 
sector privado que las lleva a procesos de participación 
previos con los grupos indígenas dispuestos. Sin embargo, 
la falta de incorporación del sector privado en la consulta 
indígena no solo se debe a la forma de implementación 
y regulación por parte del Estado chileno, sino también 
a las recomendaciones de la Organización Internacional 
de Trabajo (OIT) en el marco del C169 (OIT, 2016). Por 
lo tanto, se establecen estructuras de gobernanza a nivel 
global que se contradicen con las realidades locales.
 
Los encuentros entre los pueblos indígenas y las empresas 
para negociar directamente acuerdos en relación al proyecto 
propuesto no se realizan solo una vez presentado el proyecto 
a la EIA, sino que también previamente e incluso durante 
la fase de estudio. Aunque la incertidumbre que genera la 
consulta indígena al excluirlos eventualmente del proceso 
explica una negociación previa por parte del titular del 
proyecto, estos procesos son informales pues generan las 
reglas sobre la marcha. Por lo tanto, se diferencian entre 
empresas, aunque su objetivo consiste en generar acuerdos 
formales que se respetan una vez ingresado el proyecto 
al proceso de EIA y la consulta indígena. Asimismo, se 
reflejan en la RCA4, tal como es el caso del proyecto 
hidroeléctrico analizado. La ejecución de un proceso 
consultivo en la fase del delineamiento del proyecto puede 
tener la ventaja de que actores locales participen en una 
modificación del diseño, lo que podría, por ejemplo, evitar 
futuras judicializaciones. El proceso de EIA, en cambio, 
no contempla la modificación sustantiva del proyecto 
ingresado, por ejemplo a raíz de propuestas de los pueblos 

4 Ver: Resolución Exenta N° 177/2015.

indígenas radicadas en su relación con la naturaleza, sino que 
solo tiene como objetivo formular observaciones respecto 
a la adaptación, mitigación y reparación de impactos 
ambientales que deben ser consideradas y evaluadas en 
el informe consolidado de evaluación, con el fin de que el 
Comité de ministros cuente con la información adecuada 
para votar sobre la aprobación o el rechazo del proyecto 
(Leppe, 2015). 

En el caso de que las observaciones no son debidamente 
consideradas, el proceso habilita a los que presentaron 
observaciones la opción de recurrir a los Tribunales 
Ambientales competentes para reclamar esa falencia (Leppe, 
2015). Por lo tanto, la falta de incidir en el diseño de un 
proyecto no es solo una falencia de la consulta indígena, 
sino que del proceso de EIA en general.

Tanto los procesos de negociación por parte de las empresas 
como la consulta indígena tienen sus propias “reglas 
del juego”. En los procesos de gobernanza realizados 
previamente por parte de los titulares de los proyectos, 
estos definen con quién negociar, mientras que los procesos 
de consulta indígena se aplican para todos los grupos 
indígenas identificados como afectados por parte de la 
CONADI, es decir, también aquellos que potencialmente 
son excluidos de la negociación previa por oponerse al 
proyecto. Sin embargo, en el proceso de consulta indígena 
realizado por el SEA, grupos indígenas no registrados por 
la CONADI pueden seguir excluidos o, por el contrario, 
pueden haber sido incluidos por las empresas, complejizando 
el escenario. Tal como vemos en el caso de estudio, la 
no participación de comunidades indígenas en procesos 
previos de negociación puede llevar a la judicialización 
del proyecto y conflictos en los territorios.

Otra falencia que se puede presentar en ambos procesos 
de negociación identificados corresponde a la presencia de 
asimetrías de información. Mientras que, en el caso de la 
negociación directa entre la empresa y las comunidades, 
ambos actores intercambian información directamente, 
en el caso de la consulta indígena la información pasa 
por el SEA como mediador. Ambas situaciones pueden 
resultar en la retención o pérdida de datos relevantes. Por 
ejemplo, la falta de conocimiento o bien de comunicación 
de información por parte del representante del SEA, quien 
presenta el proyecto a los pueblos indígenas sobre la 
inclusión del titular del proyecto puede tener consecuencias 
para el desarrollo de la consulta. Aunque los pueblos 
indígenas pueden exigir la participación de la empresa, 
también deben saber que deben precisar su presencia 
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explícitamente en la formulación de la metodología de la 
consulta. Asimismo, la presentación del proyecto por parte 
del SEA también puede causar asimetrías de información, 
principalmente debido a la falta de tiempo o la omisión de 
información relevante o una presentación poco entendible, 
lo que puede resultar en vacíos de información o problemas 
de comprensión para la articulación de la posición del 
grupo indígena (Torres, 2013). Esto rige por ejemplo para 
la contratación de asesores jurídicos o sociales que debe 
financiar el SEA si las comunidades así lo solicitan. Sin 
embargo, para que puedan acceder a ese apoyo deben 
tener conocimiento sobre esa opción.

En el caso de Añihuerraqui la comunidad Camilo Coñoequir 
Lloftunecul hizo uso de esta herramienta en el marco de 
la consulta indígena para fortalecer sus argumentos en 
contra del proyecto. El apoyo de un antropólogo permitió 
una (re)significación de sus identidades étnicas y sus 
relaciones hombre-naturaleza aunque no influyó en la 
aprobación del proyecto (Silva, 2016).

Al mismo tiempo, al interactuar con el Estado, los pueblos 
indígenas usan la consulta indígena para articular sus 
demandas vinculadas a la autodeterminación y la autonomía 
mediante la articulación de sus relaciones hombre-
naturaleza. Por lo tanto, el Estado se ve confrontado 
a una alta complejidad, ya que los pueblos indígenas 
presentan demandas en el marco de la consulta indígena 
para los cuales no fue diseñada y los cuales el SEA no 
puede responder. Tal como lo demuestra el análisis del 
proyecto Añihuerraqui, la consulta indígena permite 
la articulación de una posición frente al proyecto. Sin 
embargo, la consulta no es de carácter vinculante, es 
decir, en caso de rechazar el proyecto esto se contempla 
como una opinión que puede, pero no debe ser tomada en 
cuenta. Concluyo, por lo tanto, que la consulta indígena 
visibiliza a los pueblos indígenas en los procesos de toma 
de decisión. Sin embargo, el objetivo de buscar acuerdos 
fortalece la posición de aquellos a favor del proyecto 
frente a los que lo rechazan. Asimismo, las negociaciones 
previas empoderan los pueblos indígenas, sin embargo, 
dejan afuera los opositores al proyecto en el caso de que 
ellos o la empresa decida darle fin a las negociaciones.

Conclusiones

El análisis del proceso de la consulta indígena, mediante 
la revisión cualitativa de documentos emitidos en el marco 
de la evaluación del proyecto hidroeléctrico Añihuerraquí, 
demuestra que el mecanismo de gobernanza no considera 
la heterogeneidad que caracteriza a los pueblos indígenas, 
lo que ha sido un punto de crítica en los últimos años 

(Coombes et al., 2013; Von der Porten et al., 2015). En 
el caso del proyecto analizado, esto provoca que los que 
están a favor de la propuesta y que son identificados como 
potenciales contrapartes en el proceso de negociación, 
sí son empoderados mediante la consulta indígena. Sin 
embargo, la opinión de los opositores no es considerada en 
el proceso de toma de decisión final. En consecuencia, se 
quiebra el tejido social dentro de y entre las comunidades, 
generando frustración y pérdida de confianza, lo que 
finalmente deslegitimiza la consulta indígena.

Asimismo, el análisis demuestra que el rol de los pueblos 
indígenas en los procesos de negociación sobre los recursos 
naturales en sus territorios no es modificado, ya que se 
mantiene la subordinación a los intereses hegemónicos, al 
no incorporar obligatoriamente sus visiones y posturas en la 
toma de decisión final. Para profundizar en este aspecto, la 
información obtenida mediante la revisión de los documentos 
podría ser complementada a futuro por entrevistas, lo que 
podría contribuir a un mayor entendimiento de cómo las 
estructuras de gobernanza que sostienen los tejidos sociales 
son modificadas mediante el mecanismo, provocando, por 
ejemplo, quiebres de relaciones.

Existen, además, otros factores importantes que contribuyen 
a la deslegitimación de la consulta indígena: la participación 
indígena se limita a la consulta y no tiene implicancias 
para la votación final del proyecto. Lo anterior condiciona 
el mecanismo al no ofrecer la posibilidad de proponer 
modificaciones o alternativas al proyecto que lo podrían 
hacer viable y compatible con las socionaturalezas asociadas 
a las identidades étnicas de los pueblos indígenas afectados 
y, por lo tanto, contribuir a un mayor control de los recursos 
naturales en territorios indígenas. Esto, junto con la falta de 
espacios para la articulación de otras demandas fuera del 
contexto del proyecto, provoca que los pueblos indígenas usen 
el espacio y la oposición al proyecto como vehículo para sus 
intereses centrados en la autodeterminación y autonomía 
en sus territorios. Por lo tanto, la consulta indígena acelera 
procesos de redefinición y reetnificación, específicamente 
en territorios que no habían sido confrontados con 
proyectos extractivistas, visibilizando sus posturas, pero sin 
necesariamente empoderarlas. Esto último está vinculado 
a la alta fragmentación del mecanismo. 

Las diversas negociaciones paralelas, en lugar de aprovechar 
las estructuras de gobernanza existentes dentro de los 
territorios indígenas y juntar sus representantes en un proceso 
de negociación más amplio e inclusivo, debilitan la consulta 
y la deslegitimizan. Posiblemente, otras transformaciones 
de los procesos y estructuras de gobernanza ambiental, 
tales como un rediseño de la consulta, pero también del 
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proceso de EIA haciendo la participación indígena pero 
también ciudadana, más inclusiva y vinculante, podría lograr 
una menor judicialización de los proyectos de inversión 
en el futuro. Sin embargo, estos cambios implican que el 
poder hegemónico que fomenta un desarrollo basado en el 
crecimiento acceda a un mayor involucramiento de otros 
actores en igualdad de condiciones en los procesos de toma 
de decisión, lo que permite llegar a consensos respecto 
a la (no)implementación de proyectos hidroeléctricos 
en territorios indígena generando acuerdos en lugar de 
provocar conflictos basados en desequilibrios de poder, 
asimetrías de información y conocimiento.
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